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TRIBUNAL CONSTITUC IONAL

SALA SEGUNDA

Sección Tercera

Excmos .  S res . :

Don Luis López Guerra.

Don Julio-Diego Gonzál-ez Campos

Don Carles Viver Pi Sunyer

La Secciónr  €r r  e l

conformidad con e]  ar t .  50.3

siguiente

0 0569734

I túm. de Regis t ror  87É/L994.

ASITIi|II1O: Recurso de amparo

interpuesto por don Adol-fo

Fernández Facorro, doña

Margarita Llorens Valderrarna,

doña María-José GonzáIez

Hervada y don Miguel-José

Carrero L6pez, representados

por eI Procurador don José

Llorens Val-derrama.

SOBRE: Contra Sentencia de 24

de enero de L994,  de la

Sección Segunda la

Audiencia Provincial de La

Coruña.

asunto de referencia, de

LOTC, ha acordado dictar eI

A I I T O

r. AIÜTECEDENTES

l- .  Por  escr i to  reg is t rado en este Tr ibunal  e l  L6 de

marzo de L994,  fa  representac ión procesal  de don Adol fo

Fernández Facorro, doña Margarita Llorens Valderrama, doña

María-José GonzáIez Hervada y don Miguel-José Carrero L6pez,

formuló demanda de amparo contra la Sentencj-a de 24 de enero de

L994,  de la  Sección Segunda de la  Audiencia Prov inc ia l  de La
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Coruña,  recaida en e l  ro l lo  de apelac ión L3/9Lt  procedente de

los ju ic ios de cognic ión 46L/90 y  530 /90,  acumul-ados,  de l

Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de La Coruña.

2. Los hechos de 1os que trae causa La demanda de

amparo re levantes para l -a  resoluc ión deL caso son,  en s íntes is ,

los s igu ientes:

a) Los solicitantes de amparo son arrendatarios de

unas viviendas, pertenecientes a un edif icio del- antiguo patri-

rnonio del extinguido rnsti tuto Nacional de previsión, en e1 que

se subrogó 1a Tesorería General de la Seguridad Social.

b)  EI  Min is ter io  de Trabajo y  Segur idad SociaL

dic tó resol -uc ión de 22 de febrero de 1989,  por  la  que declaró

la necesidad de Ia ocupación de todos los pisos der edif icio
para dest inar los a los serv ic ios prov is ionales de la  Tesorer la
y deL lnsti tuto Nacional de La Seguridad Social, tras lo cuaL

Ia Tesoreria General de 1a Seguridad Socialr €n su condición de

arrendadora,  promovió los ju ic ios de cognic ión 46L/90 y  530/90,
que fueron acumulados, contra los ahora recurrentes en amparo y

otros más, en su calidad de arrendatarios de las viviendas

citadas, sol icitando Ia resolución de Los respectivos contratos

de arrendamiento, alegando necesitar l-a ocupación con

fundamen to  en  l os  a r t s .  62 .Le  y  76 .L  L .A .U .

c) El Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de La Co

ruña d ic tó,  e l  5  de d ic ienbre de 1990,  Sentencia por  Ia  que

desestimó La demanda.

Interpuesto recurso de apelación por Ia Tesoreria

demandante, la Sección Segunda de Ia Audiencia ProvinciaL de La

Coruña, planteó cuestión de j-nconstitucionalidad respecto del-

a r t .  76  L .A .U .  ( cues t i ón  263L /91 ) ,  que  fue  resue l ta  po r  l a  STC

34o/L993 que declaró Ia conformidad constitucional del precepto

cuest ionado.
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d)  Resuel ta  la  cuest ión,  la  c i tada Audiencia d ic tó,

eI  24 de enero de L994,  Sentencia por  la  que est imó e l  recurso

de apelación y declaró resueltos, por necesidad del arrendador,

los contratos de arrendamiento l i t igiosos, condenando a Los

arrendatarios demandados al oportuno desalojo.

3. La demanda denuncia La vulneración del derecho a

l a  t u te l a  j ud i c i a l  e fec t i va  de l  a r t .  24 .L  C .8 . ,  güe  ha

producido "mani f iesta indefensión a los recurrentes" ,  y  gü€r  a
juicio de éstos es directamente imputable a Ia Audiencia por

aceptar o hacer suya Ia indefensión de l-os recurrentes

producida en la tramitación y resol-ución deL expediente

administrativo, df no haberse dado audiencia en é1 a Los

arrendatarios afectados.

4.  Por  prov idencia de 25 de abr i l  de L994,  la  Sec-

c ión acordó,  a  Los efectos del  ar t .  50.3 LOTC, conceder  a l -a

parte recurrente y al Ministerio Fiscal un plazo común de diez

días para que pudieran formul-ar, con Las aportaciones

documentaLes que procedj-eran, 1as alegaciones que estimasen

pertinentes en reLación con la carencia manif iesta de contenido

const i tuc ional -  de Ia  demanda -ar t .  50.1 c)  LOTC-.

5.  Por  escr i to  reg is t rado e1 lL  de mayo de L994,  1a

representación procesal de los recurrentes reitera su solicitud

de arnparo, y alega que en e.l- expediente administrativo que

concluyó con Ia resolución del Ministerio de Trabajo y

Segur idad Socia l  de 22 de febrero de 1989,  eue decLaró La

necesidad de ocupación de las viviendas arrendadasr s€ tramitó

s in la  audiencia de los recurrentes,  s in  que la  c i tada

resolución fuera notif icada indicando los recursos que contra

eLl-a procedían en La vía adninistrativa y judicialr por 1o que

conforme a la  doct r ina de l -a  STC 340/L993,  se ha vu lnerado e l

derecho a la  tu te la  jud ic ia l  e fect iva causándoles ta

inde fens ión  p rosc r i t a  en  e I  a r t .  24 .L  C .8 . ,  ya  que  l a  Aud ienc ia

no ha tenido en cuenta esta infracción constitucional para

ext raer  de e l la  las consecuencias opor tunas.
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6, Mediante escrito registrado e1 L6 de mayo de

L994,  eI  F iscal  ent iende que los recurrentes denuncian que la

Sen tenc i -a  de  l a  Aud ienc ia  vu lne ra  e I  a r t .  24 .L  de  Ia  C .E .

porque fundamenta la resolución del contrato de arrendamiento

en l-a declaración de necesidad realizada por La Tesorería de la

Seguridad SociaL sin tener en cuenta que dicha resolución había

sido dictada sin audiencia de Los interesados Lo que determinó

que no pudieran defender sus derechos ni hacer alegaciones 1o

que les produjo indefensión.

La STC 340/L993 declara la  const i tuc ional idad del -

a r t .  76 ,L  de  Ia  L .A .U .  respec to  a  l as  Corpo rac iones  de  de recho

público y afirma que e1 examen de la realidad de Ia necesidad a

que se refiere el citado precepto no es objeto del- proceso y

por  e l lo  e l  juez no puede entrar  a  conocer  de la  misma.  Esta

causa de denegación de La prórroga y consiguiente resolución

del contrato de arrendamiento no puede ser conocida por eI

órgano jud ic ia l  porque no necesi ta  ser  just i f icada en e l

proceso civi l  y no cabe que eI inquil ino discuta en eI mismo si

existe o no necesidad de ocupación cuando l-a misma se invoque

por una Aüninistración pública y esta l imitación se debe a la

exclusión por imperativo 1ega1 de esta cuestión del objeto

propio del proceso arrendaticio. Sin embargo, 1a resolución

deL Tribunal Constitucional delimita el objeto de la contiende

judicial ante el Juez Civi l  y 10 circunscribe exclusivamente aL

cumplimiento o incumplimiento de los requisitos y trámites que

l-a Ley de Arrendamientos Urbanos establece en el art. 76.L y 2

de la  L.A.U.  como son e l -  carácter  jur id ico públ ico legalmente

atribuido a la corporación arrendadora y La existencia de l-a

declaración mj-nisterial de necesidad de ocupación. Este úl-t imo

extremo puede ser j-nterpretado de dos maneras dist intas que

producen consecuencias diferentes. Se puede entender en

sentido formalr €s decir si existe o no declaración de

necesidad o se puede interpretar en sentido materialr €s decir,

si l-a declaración como resoluci-ón t iene reaLidad en el- capo del

derecho. Si se interpreta de esta últ ima manera la contienda
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judicial civi l  puede versarr rro sobre La necesidad sino sobre

l-a declaración de necesidad y entonces eI Juez puede y debe

examinar si los val-ores constitucional-es se cumplen en la

declarac ión min is ter ia l .  S i  esta decLarac ión vu lnera un

derecho fundamental, la resolución no existe, como tal en eL

mundo del derecho y en consecuencia, faLta eI presupuesto IegaI

que fundamenta La resolución del contrato de arrendamiento y af

considerar el Juez en la Sentencj-a a dicho presupuesto como

existente sin serLo, la resolución carece de fundamentación y

motivación. EI órgano judicial con esta interpretación puede

conocer y tener en cuenta aI dictar sentencia en este proceso

civiL sj- l-a declaración de necesidad infr inge un derecho

fundamentaL porque Ia naturaleza y entidad de éstos impone que

toda actividad jurídica respete su contenido.

Por todo el l-o para el Fiscal La demanda no carece

manif iestamente de contenido constitucional y en consecuencia

procede la admisión del recurso de amparo.

II.- F"TIITDA}IE}IIIOS JI'RIDICOS

1. EI presente recurso de anparo se dir ige contra

la  Sentencia de 24 de enero de L994,  de la  Sección Segunda de

la Audiencia Provincial- de La Coruña, a Ia que los recurrentes

imputan l-a vulneración de1 derecho a Ia tutela judicial

e fec t i - va  de l  a r t .  24 .L  c .8 . ,  y  l a  i nde fens ión  su f r i da  a l  haber

esti mado la demanda de resol-ución de los contratos de

arrendamiento de vivienda promovida por Ia TesorerÍa General de

La Seguridad Social-, pese a que en el expediente administrativo

que concluyó con la decl-aración de necesidad de ocupación de

l-as f incas arrendadas, efectuada por la Resolución deL
Ministerio de Trabajo y seguridad social de 22 de febrero de

1989r  r ro  fueron ofdos l_os arrendatar ios afectados.

2. Para resolver e1 problema planteado debe
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partirse necesariamente de Ia doctrina sentada en la STC

340/L993.  Af i rmamos entonces que e l  "benef ic io  de exencj -ón de

p rueba"  gue  e l  a r t .  76  L .A .U . ,  es tab lece ,  y  que  exonera  a  l as

Corporaciones de Derecho Público t éD su condición de

Administraciones Públicas, de La carga de 1a prueba de la

necesidad cuando tengan que ocupar sus propias f incas para

establecer  en e l las sus of ic inas o serv ic ios,  ha l la  su

just i f icac ión const i tuc ional  en e l  in terés genera l  a I  que s i rve

con  ob je t i v i dad  l a  Admin i s t rac ión  Púb l i ca  (a r t .  l - 03 .1  C .E . ) ,

sin que 1a regulación contenida en Ia norma prive al-

arrendatario afectado de alguno de 1os derechos que el art. 24

c.E.  le  reconocer  €o e l -  proceso de resoLución deL contrato de

arrendamiento ante eI Juez Civi l  donde opera dicho beneficio.

EI sometimiento pleno a la Ley y aI Derecho de la

Administración Pública ( art. l-03 . 1 C. E. ) ,  funpide prescindir de

Ias exigencias y garantias para los part iculares que eI Derecho

administrativo impone al obrar de la Administración. Garantias

gü€r por tantor s€ proyectan sobre el acto administrativo que

declara la  necesidad de ocupación de l -a  v iv ienda (ar t .  76,2

L.A.U.  )  y  que "const i tuye e l  presupuesto 1egaI  de la  denegación

de 1a prórroga del arrendamiento". Permit iendo que l-os

derechos e intereses del arrendatario se vean asegurados en el

expediente administrativo, en el que ha de dársele la audiencia

preceptiva, pudiendo incluso impugnar ante 1a jurisdicción

contencioso-administrativa eI acto decLarando la necesidad de

Ia ocupación de 1a vivienda por parte de la Administración.

La conclus ión de todo e l lo  es que en eL proceso c i -

vi l-  de resolución arrendaticia "no cabe que e1 inquil ino discu-

ta la necesidad de l-a ocupación cuando l-a misma se invoque por

eI arrendador-demandante que sea una Adninistración Pública

para establecer  sus of ic inas o serv ic ios" ,  debido "a la

exc lus ión de esta cuest ión del -  ob jeto propio del  proceso

arrendaticio, por imperativo lega}", por Lo que "l-a contienda

procesal ante el Juez civi l  ha de girar, exclusi-vamente, sobre

el cumplJ-miento o incumplimiento de Los requisitos t trámites
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que l-a Ley de Arrendamientos Urbanos establece en eL art. 76.L

in f ine, el carácter juridico público legalment,e atr ibuido a la

corporación arrendadora y la existencia de la decl-aración

min i s te r i a l  de  neces idad  de  1a  ocupac ión  (a r t .  76 .21  y  tamb ién ,

según 1a doctrina mayoritarj-a, sobre l-os concernientes a1 orden

de selecc ión de las v iv iendas y locales de negocio (ar ts .  64 y

72) y a la obligación del arrendador de ocupar los desalojados

den t ro  de  un  de te rm inado  p lazo  (a r t s .  68 .1  y  75 .L )  as i  como de

arrendarlos o ceder su goce o uso a un tercero hasta transcu-

r r i do  c ie r to  t i empo  (a r t s .  68  y  75 .2 ) ,  Po r  cons igu ien te r  pu -

dj-endo debatirse todos estas cuestiones en el- proceso, cuyo ob-

jeto y las pretensiones que en é1 cabe deducir se encuent,ran

así legalmente del- imitadas, únicamente respecto de estas cues-

t iones -y no de la excluida ex lege de la eventual controversia

de las partes- se ha de predicar la exigencia constitucionaL

de r i vada  de l  a r t .  24 .2  C .E . " .

3 .  La doct r ina de la  STC 340/L993,  gü€ acabamos de

transcribir pone de manif iesto la carencia de contenido de la

demanda de amparo. No pudiéndose discutir la necesidad de La

ocupación de fas f incas arrendadas invocada por La Administra-

ción actora en el- proceso civi l- ,  esta cuest, j-ón debiór €D su

caso, ser ventiLada en 1a vía adninistrativa o cont,encioso-

administrativa, impugnando la resolución ministerial que decla-

ró Ia citada necesidad de ocupación, ya por defectos de

procedimi-ento ( fa l ta  de audiencia) ,  o  por  razones de fondo

( inex is tenc ia o improcedencia de la  necesidad de ocupación) .

Por el contrario, 1os arrendatarios ahora recurrentes adoptaron

una acti tud pasiva, aquietándose con La Resol-ución administra-

t iva que no impugnaron a través de los recursos administrativos

ni  jud ic ia les (contencioso-admin is t rat ivos)  procedentes.  Lo

que reveLa que Ia indefensión que se alega haber pádecido es

imputable a la pasividad, negligencia o falta de di l igencia en

la defensa y cuidado de los propios derechos e intereses legi-

t j-mos de 1os arrendatarios ahora recurrentes, 1o que por sí

soLo es causa suficiente para rechazar el anparo sol- icitado

(ssTc  56 /L98s ,  Ls l / L986 ,  L4L /L987  ,  LBz /L987  ,  L63 /  t _988 ,
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Por otra parte, la indefensión invocada, de haber

exist idor €s meramente formal y se basa en la concurrencia de

una irregularidad procedimental- que aunque esencial, cual es la

omisión de1 trámite de audiencia en eI expediente

administrativor Do produjo una reaL privacj-ón o Limitación del

derecho de defensa de l-os sol icitantes de1 amparo, como 1o

demuestra el hecho cLaro de que no se hayan invocado en esta

sede constitucional las circunstancias o argumentos que no

pudieron alegarse ante la Adninistración y que hubieran podido

permit ir una resolución dj-st inta de la que f j-nalmente se adoptó

por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pues como

hemos señalado en reiteradas ocasiones, no toda irregularidad

procedj-mental aunque ésta consista en l-a faLta del trámite de

audiencia, entrañaria Ia vuLneración del derecho a la tutela
judicial efectiva, siendo necesario examinar 1a incidencia

material- que 1a misma t iene sobre el derecho de defensa de l-os

interesados, procediendo el amparo únicamente cuando La omisión

deL trámite de audiencia produzca el efecto de indefensión

material, por causar un menoscabo grave del derecho a alegar y

contraargumentar en favor de los derechos e intereses legít imos

p rop ios  (STC L0 /L993 r  po r  t odas ) .

En virtud de 1o expuesto, la Sección ha acordado

inadmisión deL presente recurso de amparo por fal-ta

contenido constitucional- de la demanda que justi f ique

decis ión sobre e l -  fondo en forma de Sentencia [ar t .  50.1

LOTCI,  y  eI  consiguiente arch ivo de Ias actuaciones.

Madrid, ocho de jul io de mil novecientos noventa y cuatro.
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